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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS 

POR LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

1. SÍNTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN 

POLICIAL 

 

El 30 de marzo de 2015 a las 17:30 horas aproximadamente, el SOS. PNP 

Mogollón Estrada, al mando del grupo de inteligencia operativa (G.I.O.) de la 

Comisaria de San Andrés-Lima y con apoyo de dos efectivos policiales, ante 

la solicitud de Nelly Guerra Caycho lograron intervenir a la persona de Samir 

Stephane Obregón Flores, toda vez que éste, a las 13:00 horas 

aproximadamente cuando la denunciante junto a su hija transitaban por la 

cuadra 2 del Jr. Huánuco-Barrios Altos -Lima a bordo de un vehículo de 

servicio de taxi, fueron interceptadas por cinco sujetos de entre 18 a 23 

años, quienes con palabras soeces y agrediéndolas físicamente, las 

despojaron de una cartera de cuero color negra con marrón conteniendo en 

su interior diversas tarjetas de crédito, su DNI, la suma de S/ 600.00 soles y 

dos celulares, para luego darse a la fuga e ingresando al callejón signado 

con el número 290 del Jr. Jauja-Barrios Altos-Lima. 

 

2. FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA 

 

Luego de haberse elaborado y remitido el atestado policial a la Fiscalía; el 

31 de marzo de 2015, el titular de la Quincuagésima Séptima Fiscalía 

Provincial Penal de turno, en virtud del artículo 159° de la Constitución y el 

artículo 11° de la Ley Orgánica del Ministerio Público formalizaron denuncia 

penal contra Samir Stephane Obregón Flores por el delito Contra el 

Patrimonio –Robo agravado en agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda 

Jhasmin Hilda Salas Guerra. Conducta prevista y sancionada en el artículo 

188º del Código Penal vigente como tipo base y los agravantes contenidas 

en el inciso 4 y 5 del artículo 189°.  



Asimismo, mediante requerimiento de fecha 31 de marzo de 2015, el Fiscal 

solicitó prisión preventiva contra Samir Stephane Obregón Flores por el 

plazo de nueve meses. 

 

3. AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN 

 

Habiéndose formalizado la denuncia; el juez penal, el 31 de marzo de 2015, 

al observar la concurrencia de los requisitos del artículo 77° del Código de 

Procedimientos Penales expidió el auto de apertura de instrucción. Dispuso 

abrir instrucción en la vía del proceso ordinario contra Samir Stephane 

Obregón Flores por el delito Contra el Patrimonio –Robo agravado en 

agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda Jhasmin Hilda Salas Guerra. 

Asimismo, trabó embargo preventivo contra los bienes del procesado. 

También fijó fecha para la Audiencia de Prisión preventiva, la misma que se 

llevó a cabo el 1 de abril de 2015, donde se declaró fundado el 

requerimiento y se dictó nueve meses de prisión preventiva contra el 

procesado. 

 

4. DECLARACIÓN INSTRUCTIVA  

 

El 01 de abril de 2015, el procesado SAMIR STEPHANE OBREGON 

FLORES fue puesto a disposición del décimo quinto Juzgado Penal – Reos 

Libres de Lima, quien brindó sus generales de ley, y al ser preguntado si 

desea un abogado de oficio manifestó que sí deseaba ser asesorado por un 

abogado; en ese estado, por falta de personal, se suspendió la diligencia.  

Con fecha 14 de mayo de 2015, se continuó con la declaración instructiva 

del procesado, quien luego de ser exhortado a decir la verdad, manifestó lo 

siguiente: 

- Que, se consideraba culpable de los hechos. 

- Que, el día de los hechos se encontraba paraba en la puerta de su 

quinta, allí vio que pasaba un taxi llevando a una señora y su hija; 



entonces como estaba con un amigo y había tráfico se acerco viendo 

que el vidrio de la ventana estaba bajo, le arranchó la cartera a la 

señora y se dio a la fuga, entrando a su quinta, al rebuscar en la 

cartera, encontrando dos celulares, luego de dos horas salió a vender 

los celulares pero cuando se estaba dirigiendo al Jr. Cantagallo, fue 

intervenido. 

- Que, con quien estaba no era un amigo, era un conocido que se 

llamaba Fabricio, quien solo lo acompañó y se acercó al conductor 

para que no se meta. 

- Que, Fabricio es alto de metro sesenta y cinco aproximadamente, tez 

blanca, cabello ondulado, de 18 años aproximadamente, delgado y 

usa el cabello corto. 

- Que, tenía otros dos procesos por hurto agravado. 

- Que, era la primera vez que participaba con Fabricio. 

- Que, le quitaron los celulares que estaban en la cartera, con los 

cuales se quedaron y los cosméticos y la cartera la arrojaron al techo. 

- Que, no pertenecía a ninguna organización criminal. 

- Que, se encontraba conforme con el contenido y firma del acta de 

registro personal e incautación. 

- Que, no se ratificaba en su manifestación policial, pero la verdad la 

estaba diciendo en esta diligencia. 

- Que, solo forcejeó con la señora para quitarle la cartera, pero en 

ningún momento han golpeado a las agraviadas. 

- Que, no había consumido droga ni alcohol. 

- Que, era la primera vez que estaba recluido en un establecimiento 

penitenciario. 

- Que, estaba arrepentido. 

 

5.  DECLARACIÓN PREVENTIVA 

 

Durante la etapa de instrucción, las agraviadas no se apersonaron al 

proceso a rendir su declaración preventiva a pesar de haber sido notificada 

correcta y oportunamente. 



6. RINCIPALES PRUEBAS ACTUADAS 

 

6.1. Acta de registro personal e incautación de especies. Negativo par 

drogas. Se le encontró un celular Samsung y un celular Nokia. 

 

6.2. Certificado médico legal Nª 018188-L-D practicado a Samir Stephane 

Obregón Flores. No presenta huellas de lesiones traumáticas recientes. 

 

6.3. Declaración testimonial del SOT1 PNP José Belisario Guevara López. 

El testigo manifiesta que el día de los hechos se encontraba de servicio 

en el patrullero, siendo sólo se apersonó al lugar donde el procesado fue 

intervenido y lo llevó a la comisaría, siendo otros efectivos policiales 

quienes lo intervinieron. 

 

6.4. Declaración testimonial del SOS PNP Luis Edmundo Mogollón 

Estrada. El testigo señala que si había visto anteriormente al procesado 

porque era una persona proclive a cometer delitos. El día de los hechos 

cuando se encontraba patrullando, le informaron que estaban unos 

sujetos robando por el Jr. Huánuco, en eso se apareció una señora con 

su hija señalando que le habían robado, entonces fueron en la búsqueda 

de los sujetos, logrando intervenir a un sujeto que salía de una quinta y a 

quien le encontraron los celulares que fueron reconocidos por la señora. 

 

6.5. Declaración testimonial del SOT1 PNP Alexander Calixto Polanco 

Hurtado. Señaló que el día de los hechos se le acercó una señora a la 

comisaría denunciando haber sido víctima de robo y con las 

características que brindó salieron a buscarlo, y haciendo la ronda 

lograron capturar al sujeto a quien se le encontró en poder de dos 

celulares, por lo que se le condujo a la comisaría. 

 



6.6. Certificado de antecedentes penales de Samir Stephane Obregón 

Flores. No registra antecedentes. 

 

7. DICTAMEN E INFORME FINAL 

 

Finalizado el plazo ampliatorio, el Fiscal Provincial, con fecha 17 de 

noviembre de 2015, emitió su dictamen final precisando las diligencias 

actuadas, no actuadas, incidentes promovidos, cumplimiento de los plazos y 

sobre la situación jurídica de los procesados. Asimismo, el juez penal, con 

fecha 18 de noviembre de 2015, emitió su informe final en los mismos 

términos que el fiscal. 

 

8. ACUSACIÓN FISCAL 

 

Elevado el expediente a la Sala Penal se decretó vista fiscal remitiéndose el 

expediente al Fiscal Superior quien con fecha 25 de enero de 2016 –

subsanada el 21 de marzo de 2016-, el titular de la Décima Fiscalía Superior 

Penal de Lima, formuló acusación sustancial contra Samir Stephane 

Obregón Flores por el delito Contra el Patrimonio –Robo agravado en 

agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda Jhasmin Hilda Salas Guerra; 

solicitando que se le imponga doce años de pena privativa de libertad, y se 

fije en un mil nuevos soles el monto por concepto de reparación civil que 

deberán abonar a favor de las agraviadas.  

 

9. AUTO DE ENJUICIAMIENTO 

 

En mérito a la acusación, el 6 de mayo de 2016, la Sala Penal tras realizar el 

control de acusación, expidió el auto de enjuiciamiento declarando que había 

mérito para pasar a juicio oral y señalaron fecha y hora para el inicio de la 

Audiencia. Asimismo, declararon de oficio procedente la inmediata libertad 

por exceso de detención. 

 



10. SÍNTESIS DEL JUICIO ORAL 

 

En la Sala de Audiencias del Establecimiento Penitenciario de “Lurigancho”, 

el 17 de mayo de 2016, se reunió la Cuarta Sala Especializada en lo Penal 

para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima 

a fin de dar inicio a la Audiencia Pública en el proceso penal seguido contra 

Samir Stephane Obregón Flores por delito Contra el Patrimonio – Robo 

agravado en agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda Jhasmin Hilda Salas 

Guerra. En presencia del representante del Ministerio Público, y el abogado 

de oficio del acusado. 

Acto seguido, se dio por instalada la Audiencia. Posteriormente, se 

ofrecieron nuevas pruebas por parte del Fiscal y el abogado defensor. A 

continuación, se procedió a examinar al acusado, quien brindó sus 

generales de ley. Luego de ello, se le dio a conocer al acusado los alcances 

de la conclusión anticipada del debate oral; por lo que luego se le preguntó 

si aceptaba ser autor o partícipe del delito materia de acusación y 

responsable de la reparación civil; a lo cual respondió, previa consulta con 

su abogado, que se consideraba culpable de los cargos que se le 

imputaban. 

Posteriormente, el abogado defensor del acusado se pronunció sobre la 

pena y reparación civil. Acto seguido se suspendió y reabrió la Audiencia 

para dar lectura a la sentencia en la cual se falló condenando a Samir 

Stephane Obregón Flores  como autor del delito contra el Patrimonio-Robo 

Agravado en agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda Jhasmin Hilda Salas 

Guerra, imponiéndole  diez años de pena privativa de libertad y fijaron en un 

mil soles el monto de reparación civil que deberá pagar a favor de las 

agraviadas 

Acto seguido, se les preguntó al representante del Ministerio Público y 

sentenciado si estaban conforme con la sentencia, ante lo cual manifestaron 

que interponían recurso de nulidad. Con ello se dio por finalizado el juicio 

oral. 



11. SENTENCIA DE SALA SUPERIOR 

 

El juicio oral se inició el 17 de mayo de 2016, teniendo una sesión en la cual 

se realizó la conclusión anticipada del juicio oral. En ese sentido, suspendida 

y reabierta que fue la Audiencia, se emitió sentencia, en la cual se Falló 

condenado a Samir Stephane Obregón Flores por el delito Contra el 

Patrimonio –Robo agravado en agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda 

Jhasmin Hilda Salas Guerra, imponiéndole diez años de pena privativa de 

libertad; y fijaron en un mil soles el monto de reparación civil que debía 

abonar el sentenciado a favor de las agraviadas. Ante dicha decisión, el 

sentenciado y el Fiscal manifestaron que interponían Recurso de Nulidad. 

 

12. RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA 

 

Interpuesto el recurso de nulidad y concedido el mismo, se elevaron los 

autos al superior jerárquico; en ese sentido, el 11 de setiembre de 2017, la 

Segunda Sala Penal Transitoria, resolvió declarar NO HABER NULIDAD en 

la sentencia impugnada en el extremo que condeno a Samir Stephane 

Obregón Flores por el delito Contra el Patrimonio –Robo agravado en 

agravio de Nelly Guerra Caycho y Brenda Jhasmin Hilda Salas Guerra y; 

HABER NULIDAD en la misma sentencia que le impuso diez años de pena 

privativa de libertad y reformándola, impusieron ocho años de pena privativa 

de libertad. NO HABER NULIDAD en lo demás que contiene. 

 

 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

- ¿En autos se pudo enervar el principio de presunción de inocencia 

de los inculpados? 

- ¿Se puede solo investigar a una persona por delito de robo agravado 

sin verificar, previamente, el delito de robo simple? 

- ¿Hasta qué punto tiene validez y viabilidad la pericia de valorización 

económica, con respecto a establecer el monto de la reparación civil? 

- ¿Cuál es el beneficio que otorga la conclusión anticipada del juicio 

oral? 

 

ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

¿En autos se pudo enervar el principio de presunción de inocencia 

de los inculpados? 

 

Se debe tener en cuenta que el principio de presunción de inocencia es 

un principio constitucional mediante el cual toda persona es considerada 

inocente mientras que, judicialmente, no se pruebe su culpabilidad. Es 

decir, nadie puede ser tratado como culpable si no existe resolución 

judicial que lo determine. 

En ese sentido, para poder procesar a una persona es necesario que 

existan elementos de convicción que permitan establecer que existió un 

ilícito penal y que, además, existe vinculación con el presunto autor del 

mismo. 

Al respecto, MEINI (2013) señala que  



Solo merced a una sentencia judicial, sostiene la Constitución, se 

puede desbaratar la presunción de inocencia. Esto es coherente 

con las normas constitucionales que establecen los fines y 

objetivos del Poder Judicial y los principios y derechos de la 

función jurisdiccional (p. 421)1 

 

Así, con una sola sindicación no hay justificación para considerar a una 

persona autora de un delito, pues el solo dicho no es medio suficiente que 

lleve a determinar que, efectivamente, se cometió un ilícito penal. En 

efecto, se suele considerar la posición del agraviado como más relevante 

que la del sindicado, cuando esto no puede ser así, dado que ambos 

tienen igualdad de derechos, teniendo la misma validez de en sus dichos. 

El hecho de que una persona decida denunciar a otra, deberá existir otros 

elementos que comprueben dicha sindicación, puesto que de lo contrario 

será la palabra del agraviado contra la palabra del inculpado, no 

teniéndose porque considerar más a uno que a otro. 

Jurisprudencialmente, se ha señalado que: 

En concordancia con estos instrumentos internacionales de 

protección de los derechos humanos, el artículo 2, inciso 24 de la 

Constitución establece que “Toda persona es considerada 

inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad”. De esta manera, el constituyente ha reconocido 

la presunción de inocencia como un derecho fundamental. El 

fundamento del derecho a la presunción de inocencia se halla 

tanto en el principio-derecho de dignidad humana (“La defensa de 

la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo 

de la sociedad y del Estado”, artículo 1 de la Constitución), como 

en el principio pro hómine.  EXP. N.° 01768-2009-PA/TC CUZCO. 

                                                           
1 MEINI, Iván, “Presunción de Inocencia”, En: La Constitución Comentada, Tomo I, Gaceta 

Jurídica, Lima, 2013, pág. 421. 



Sala Segunda del Tribunal Constitucional. Lima, 2 de junio de 

2010 

Entonces, de acuerdo a lo revisado en autos, se tiene que los hechos han 

quedado debidamente acreditados con los medios probatorios aportados 

al proceso; sin embargo, en el presente caso tenemos que además de 

dichos medios probatorios, el procesado en la etapa de juzgamiento 

aceptó los términos de la acusación, aceptando así su responsabilidad 

respecto a los hechos. En ese sentido, quedó acreditada la participación 

del procesado en los hechos materia de investigación, lográndose así 

enervar la presunción de inocencia que tiene todo justiciable. 

 

¿Se puede solo investigar a una persona por delito de robo agravado 

sin verificar, previamente, el delito de robo simple? 

No es posible que se pueda solo procesar a una persona por delito de 

robo agravado sin que, previo a ello, se haya considerado el robo simple, 

dado que éste es el tipo base. Es decir, no es posible que se denuncie a 

alguien por robo agraviado sin que, primero, se acredite la existencia de 

un robo. 

Al respecto, es necesario explicar que el robo simple es requisito 

indispensable para verificar luego el robo agravado debido a que en el 

robo simple se explica el comportamiento delictivo del agente, mientras 

que el tipo derivado solo se encuentran situaciones que agravan dicho 

comportamiento. 

El delito de robo es aquel tipo penal mediante el cual el sujeto activo 

utiliza violencia o amenaza contra la víctima con la finalidad de 

apoderarse de los bienes muebles de esta y obtener un provecho 

económico. El delito de robo tiene por característica el uso de violencia o 

amenaza requisito indispensable, dado que son los medios comisivos 

diferenciales con el hurto. Para que el robo se haya consumado deberá 

verificarse la posibilidad del agente de tener disponibilidad potencial del 



bien. Este delito puede ser cometido por cualquier persona, sin que exista 

una cualificación especial del victimario.  

Gálvez y Delgado (2011) señalan que  

El robo es un delito de apoderamiento que presenta elementos 

típicos idénticos al delito de hurto, así: el bien jurídico protegido, el 

apoderamiento mediante sustracción, la ilegitimidad de la acción, 

el bien mueble, total o parcialmente ajeno, como objeto material 

del delito, y, que el sujeto actúe con la finalidad de obtener 

provecho (p. 749). 

 

De este delito se puede indicar que el apoderamiento se llega a 

establecer cuando el agente tiene una disponibilidad potencial del bien 

sustraído; es decir, que puede hacer uso del mismo, por un tiempo 

mínimo. Cuando la figura penal se refiere a bienes muebles total o 

parcialmente ajenos, habla sobre la posibilidad que este delito se comete 

entre copropietarios de un bien que puede desplazarse sin obstáculo 

alguno. 

Los medios comisivos en este delito son la violencia o amenaza, las 

cuales deben ejercerse de forma directa contra la víctima, pudiendo 

realizarse antes, durante o posterior al apoderamiento del bien. Siempre 

la finalidad del agente deberá ser la de tener un provecho económico, es 

decir, que exista un animus lucrandi, dado que el agente busca 

incrementar su economía a costa de bienes que son ajenos. 

 

El delito de robo, previsto y penado en el artículo ciento ochenta y 

ocho del Código Penal, sanciona a todo aquel que se apodera 

ilegítimamente de un bien mueble total o parcialmente ajeno, para 

aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, 

empleando violencia contra la persona o amenazándola con un 

peligro inminente para su vida o integridad física; configurándose 

el delito de robo agravado, al concurrir cualquiera de las 



agravantes señaladas en el artículo en mención, siendo en el 

caso de autos, las siguientes: 2) durante la noche o en lugar 

desolado y 4) con el concurso de dos o más personas. Sentencia 

de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, recaída en 

el Recurso de Nulidad No.000902-2012-Cañete. 

El bien jurídico protegido en este tipo penal no solo es el patrimonio, pues 

dado que se utiliza violencia o amenaza, también se protege la vida, salud 

o libertad, convirtiéndolo así en un delito de carácter pluriofensivo. 

En ese sentido, cuando se corroboró que el agente realizó esta conducta, 

recién se podrá verificar si hubo alguna circunstancia que le haya dado 

una ventaja adicional para consumar el delito; es decir, si la víctima se 

encontraba en un estado de indefensión mediante el cual no iba a poder 

evitar la conducta en su contra. En consecuencia, el robo agravado 

consiste en ciertas conductas adicionales en donde el agente tiene 

mayores posibilidades de cometer el delito, dado su estado ventajoso, por 

lo que el legislador decidió aumentar la pena en este tipo de posibilidades. 

El robo agravado consiste en situaciones en donde el sujeto activo tiene 

mayor ventaja sobre el sujeto pasivo, por lo que puede consumar el delito 

de manera más rápida y eficaz. Esto es, el agraviado se encuentra en un 

estado de indefensión adicional respecto a lo que viviría en un robo 

simple, pues el agente tiene toda posibilidad de cometer el delito. Solo 

podrán ser agravantes aquellas previstas en el artículo ciento ochenta y 

nueve del Código Penal; es decir, son númerus clausus. El robo agravado 

podrá significarle al agente la manera de asegurarse el cumplimiento de lo 

que pretender realizar. 

Salinas (2013) señala que "El robo agravado exige la verificación de la 

concurrencia de todos los elementos objetivos y subjetivos de la figura de 

robo simple, luego debe verificarse la concurrencia de alguna agravante 

específica, caso contrario, es imposible hablar de robo agravado" (p. 

1009). 

 



¿Hasta qué punto tiene validez y viabilidad la pericia de valorización 

económica, con respecto a establecer el monto de la reparación 

civil? 

Cuando se comete un ilícito penal no solo existe una responsabilidad, 

mediante la cual el procesado deberá tener una pena, sino que, además, 

al afectar un bien jurídico éste deberá ser reparado y, por tanto, se fija un 

monto de dinero -reparación civil-, para que el imputado le pague al 

agraviado. En ese sentido, la reparación civil suele ser compleja al 

momento de establecerla en una sentencia debido a que, dependiendo 

del bien jurídico tutelado, deberá haber proporcionalidad con el daño 

ocasionado, para que el agraviado pueda recuperar lo que se le sustrajo, 

en el caso de delito contra el patrimonio. 

Se entiende por reparación civil a aquella compensación económica de la 

cual el sujeto que cometió un delito está obligado a entregar a la víctima 

de su hecho. Es decir, al cometerse un delito se está vulnerando un bien 

jurídico que deberá ser reparado, por lo que se impone una cantidad de 

dinero a favor del agraviado. La reparación civil deberá ser proporcional al 

daño causado, para lo cual se deberá verificar la preexistencia de ley para 

calcular un monto a tener en cuenta. No es complicado fijar un quantum 

de la reparación civil cuando se trata de delitos que protegen bienes 

jurídicos cuantificables, como en el presente caso, mientras que en otros 

delitos es complicado fijar un monto, como en el caso del homicidio. 

Chang (2011) refiere que: 

 

Actualmente, a pesar de que existen diversas normas que 

permiten una adecuada determinación de la reparación civil en 

los procesos penales, podemos apreciar que estas no cumplen 

estrictamente su fin, pues bien sea los fiscales que solicitan una 

adecuada reparación civil a favor del perjudicado con el delito, o 

los jueces que no realizan una adecuada ponderación de los 

daños sufridos por el delito, se aprecia que esta institución en 



sede penal está venida a menos, más aún cuando muchos 

consideran que su cumplimiento no debe ser impuesto como una 

regla de conducta en la sentencia, lo cual hace imposible en 

muchos casos el cumplimiento del pago de la reparación civil por 

el autor del delito o del responsable del daño (p. 301). 

 

Asimismo, este autor, añade que: 

La reparación civil no es otra cosa que la responsabilidad civil 

atribuida al actor del delito, frente a quien sufre las 

consecuencias económicas del acto delictivo, por lo cual para 

entender estrictamente qué se entiende por reparación civil, 

debemos conocer qué es la responsabilidad civil (p. 296). 

 

Precisamente, cuando se habla de delitos contra el patrimonio, no suele 

ser complicado imponer la sanción civil debido a que existe una pericia 

denominada valorización económica en la cual se determina el valor de lo 

sustraído, con la finalidad de dar un promedio de lo que debería fijarse 

como monto de la responsabilidad pecuniaria del autor de un delito. 

Sin embargo, esta pericia resulta absurda, en su totalidad, puesto que en 

la mayoría de casos -por no decir todos-, los peritos, que en teoría se 

encargan de esclarecernos temas específicos, solo se ciñen a lo dicho por 

el agraviado, claro debido a que no se probó la preexistencia de ley, 

donde podría haber un mayor sustento. 

 

El artículo noventa y tres del Código Penal, establece que la 

reparación comprende, la restitución del bien o, si no es posible, 

el pago de su valor; y la indemnización de los daños y perjuicios. 

Sentencia de la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, 

recaída en el Recurso de Nulidad No. 2612-2009-Cajamarca. 



 

Es decir, en la pericia de valorización solo se indica el valor de lo 

sustraído por el dicho del agraviado, sin que se haya verificado si era o no 

real dicha información. En ese sentido, se puede señalar que si bien, los 

jueces para fijar un monto económico como reparación civil se sustentan 

en parte, en esta pericia, también es cierto que casi en todos los casos 

esta es meramente subjetiva, por lo que a mi considerar dicha pericia no 

debe ser el fundamento primordial para fijar el monto de la reparación 

civil. 

 

¿Cuál es el beneficio que otorga la conclusión anticipada del juicio 

oral? 

 

Mediante la Ley N° 28122-Ley sobre Conclusión Anticipada, nuestro 

ordenamiento jurídico incorpora dos instituciones: a) la conclusión 

anticipada de la instrucción, y b) la conclusión anticipada del juicio, el 

primero implica la supresión de la instrucción al haberse logrado el 

objetivo de la causa, toda vez que existen medios de prueba suficientes 

que acreditan el hecho, lo cual hace innecesario seguir con el trámite de 

la investigación. El segundo, implica la supresión del juicio oral, en virtud 

de que el acusado acepta ser el autor del delito y responsable de la 

reparación civil a favor de la agraviada, en ese sentido, se concluye el 

juicio oral y se emite sentencia. 

Mendoza (2010) manifiesta que  

 

En esta institución rige el principio del consenso, pues la decisión 

del acusado y de su defensa son determinantes para iniciar este 

procedimiento: se requiere que el acusado acepte ser el autor o 

partícipe del delito materia de acusación y responsable de la 



reparación civil, confesión que tiene como efecto concluir el juicio 

y la emisión de una sentencia anticipada (p. 234). 

De ello se puede ver que esta institución, tiene su razón de ser en 

principios muy importantes en el proceso como lo son el de celeridad y 

economía procesal, ya que permite no transcurrir por toda la etapa de 

juzgamiento, ya que el procesado acepta su responsabilidad.  

 

De otro lado, la conclusión anticipada del juicio oral constituye una 

institución procesal que obedece a criterios de celeridad y 

economía procesal destinados a la supresión de la etapa estelar 

del proceso penal, que es el juicio oral, evitando con ello la 

actuación de pruebas y la realización de un debate oral, público y 

contradictorio, que exonera al Fiscal de la carga de la prueba de 

la culpabilidad del autor y que concluye en una condena producto 

de una aceptación de los cargos por parte del imputado. 

Sentencia de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema 

de Justicia, recaída en el Recurso de Nulidad N° 2419-2012-

Lima, 29 de mayo de 2013. 

A lo manifestado, se debe señalar que al haberse dado la conclusión 

anticipada del juicio oral, no está en discusión la responsabilidad penal del 

procesado, ya que él mismo acepta ello, además que lo hizo con la 

avenencia de su abogado defensor; asimismo, se debe señalar que el 

juez para dictar sentencia no puede basarse en otros fundamentos que no 

se encuentren en la acusación aceptada por el procesado. En ese 

sentido, de cumplir los requisitos legales, la conformidad, importa 

necesariamente la reducción de la pena, por aplicación analógica del 

artículo 471° del CPP. 

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS 

RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

En el caso de autos se tiene que el delito que se investiga es uno contra el 

patrimonio; el delito de robo agravado. 

El delito que se le imputa al procesado en el presente caso es del de robo 

agravado. Este delito, se configura cuando el sujeto activo se apodera de 

bienes parcial o totalmente ajenos, causando un perjuicio a la víctima de su 

latrocinio; sin embargo, para que se configure el delito, no solo basta que haya 

realizado un apoderamiento de los bienes, sino que dicha acción debe 

realizarse con violencia o grave amenaza, la misma que ponga en peligro 

inminente la vida o integridad física del sujeto pasivo. Asimismo, este delito 

tiene como característica principal el uso de violencia o amenaza para 

conseguir los bienes de la víctima; sin embargo, si la sustracción de los bienes 

se realiza de forma clandestina, en el cual el agente sólo se aprovecha del 

descuido o distracción de la víctima, estaríamos ante la figura jurídica del hurto, 

el mismo que se diferencia del robo, por los elementos que se utilizan, como lo 

es la violencia o amenaza contra la víctima. Se debe añadir, que además de 

dichos elementos, para la comisión del delito de robo, los sujetos activos del 

mismo para su realización pueden estar premunidos de diferentes 

circunstancias, agravando así su actuar. 

Los hechos imputados al procesado consisten en haber arrebatado a las 

agraviadas una cartera que contenía dos celulares, siendo que dicho hecho lo 

habría cometido en compañía de otro sujeto y en transporte de servicio 

privado, circunstancias que agravan el hecho cometido.  

En el presente caso, se tiene que el Órgano Jurisdiccional encontró 

responsable de los hechos, no solo por las circunstancias y medios probatorios 

que se ofrecieron en el proceso, sino que es el mismo acusado quien reconoció 

su responsabilidad y en el juicio oral se acogió a la conclusión anticipada del 

debate oral, conocida también como “conformidad”. 



SANCHEZ (2009) señala que: 

La conformidad es una manifestación del principio dispositivo en 

el proceso penal por el que el imputado realiza una declaración de 

voluntad libre y unilateral en que se declara responsable de los 

hechos que le acusan, aceptando por consiguiente la comisión del 

delito imputado. Se trata de uno de los mecanismos de 

abreviación o simplificación del proceso que establece el Código 

Procesal Penal del 2004 por el que se da por concluido el juicio 

oral – y el proceso penal – si el acusado admite ser el 

responsable del delito y acepta la pena y la reparación civil 

formulada en la acusación fiscal. El efecto inmediato es que no 

hay debate contradictorio y se dicta la sentencia conformada 

dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes (p. 183). 

En ese sentido, si bien se tiene que el acusado reconoció su responsabilidad, 

también es cierto que al mismo al ser intervenido se le encontró con las 

pertenencias de las agraviadas, las mismas que al momento de la intervención 

de éste sujeto lo reconocieron como aquel que les arrebató sus pertenencias; 

por tanto, si no se hubiera producido la conclusión anticipada igual se hubiera 

podido acreditar la responsabilidad del mismo. 

Con lo manifestado, mi conformidad con ambas sentencias en que se haya 

encontrado responsable de los hechos al acusado. Asimismo, mi conformidad 

con la pena impuesta por la Corte Suprema, pues atendiendo a las 

circunstancias de los hechos, características personales del sujeto, la pena de 

ocho años era la más acorde. 

A ello, se debe añadir que en cuanto corresponde a la parte formal de las 

sentencias, debo expresar que las mismas cumplieron con ello, pues se puede 

verificar la parte expositiva, considerativa y resolutiva. Asimismo, se 

encontraron debidamente motivadas. 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

 

- El delito de robo, de los delitos contra el patrimonio, es el que en 

mayor medida se realiza y asimismo, es el que mayor peligro genera, 

pues no solo se vulnera el bien jurídico patrimonio, sino que puede 

conllevar consigo la vulneración de otros bienes jurídicos como lo 

son la vida, el cuerpo o la salud. 

 

- Una de las características importantes del delito de robo es la 

presencia de violencia o amenaza en el actuar del sujeto activo. Es 

importante poder acreditar la presencia de cualquiera de estas dos 

figuras comitivas en el desarrollo del delito, pues de lo contrario, 

habría solo un delito de hurto. Para ello, es necesario indicar que la 

violencia se presentará antes, durante o después de la comisión del 

delito, mientras que la violencia deberá constituir una amenaza con 

peligro inminente.  

 

- La conclusión anticipada del juicio oral implica que la Sala Penal 

Superior emita una sentencia sin un juicio oral público por haber 

aceptado el acusado su culpabilidad por la imputación que le hace el 

fiscal, así como su responsabilidad por la reparación civil; asimismo, 

esta aceptación vincula al órgano judicial a que debe emitir una 

sentencia sustentada en los cargos contenidos en la acusación fiscal 

escrita; además, los sujetos procesales posteriormente no podrán 

cuestionar los actos conformados pues la sentencia es consecuencia 

de la aceptación y reconocimiento de su responsabilidad por los 

hechos. 
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VI. ANEXOS 

 

 Formalización de Denuncia 

 Auto apertura de instrucción 

 Dictamen Final 

 Informe del Juez 

 Acusación 

 Auto de enjuiciamiento 

 Sentencia de Sala Superior 

 Recurso de nulidad  

 Sentencia de Sala Suprema 



























































































 

 

 


